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S E N T E N C I A 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

I. 

El 30 de mayo de 2016 el confinado Julio Rivera Ortiz 

presentó Solicitud de Remedio Administrativo ante la División de 

Remedios Administrativos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación. En su sustrato, pretendió se le otorgaran 

bonificaciones adicionales por buena conducta, conforme Ley 

Núm. 44-2009 y el Plan de Reorganización Núm. 2-2011. El 6 de 

abril de 2016 la División emitió Respuesta al Miembro de la 

Población Correccional. Se le indicó que, 

[u]sted fue sentenciado a 15 años de reclusión 

con el código de 2005. Empezó a cumplir el día 29 de 
mayo de 2007, desde el Código de 2005, a los delitos 
no se les aplica bonificaciones por buena conducta. 

Usted gana bonificación adicional por trabajo o 
estudios como lo está haciendo (B/A & Bonificación 
Ext) 

 
Insatisfecho, el 7 de julio de 2016 Rivera Ortiz presentó 

Solicitud de Reconsideración. Exigió se le otorgaran las 

bonificaciones en todos los delitos por los que cumplía Sentencia 
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pues para él, era merecedor de las mismas. El 12 de julio de 2016, 

la División de Remedios Administrativos emitió Respuesta de 

Reconsideración al Miembro de la Población Correccional. Al denegar 

la misma, se consignó que: 

 “[e]l reclamo presentado fue atendido, está 
siendo evaluado conforme al Reglamento interno de 
bonificación por buena conducta, trabajo estudio y 
servicios excepcionalmente meritorios del 3 de junio de 
2015”.  

 

Es de dicha Respuesta que el 9 de junio de 2016, Rivera 

Ortiz recurrió ante nos mediante Recurso de Revisión Judicial. 

II. 

El Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación de 20111 establece como ha de otorgarse la 

bonificación por trabajo, estudio o servicios. Su artículo 12 está 

relacionado con la cantidad de días de bonificación adicional que 

se le pueden conceder mensualmente a un miembro de la 

población correccional.2  El referido artículo menciona que cada 

confinado recluido tiene derecho a la bonificación de hasta cinco 

(5) días por mes durante el primer año de confinamiento por 

estudio y trabajo. Por cada año subsiguiente podría abonársele 

hasta siete (7) días por cada mes por concepto de estudio y 

trabajo.3 No obstante, en su parte pertinente el mencionado 

artículo informa: 

“[l]as bonificaciones dispuestas podrán hacerse 

también por razón de servicios 
excepcionalmente meritorios o en el desempeño 
de deberes de suma importancia en relación 

con funciones institucionales, según disponga 
el Secretario mediante reglamentación a esos 

efectos”…  
 

Por otro lado, el Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección establece el sistema de rebaja de términos de 

                                                 
1 Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 

2011, 3 LPRA Ap. XVIII. 
2 Art. 12 La Ley Orgánica de la Administración de Corrección, supra. 
3 Art. 12 La Ley Orgánica de la Administración de Corrección, supra. 
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sentencias.4 Está en su Art. 11 en síntesis establece toda persona 

sentenciada a cumplir término de reclusión en cualquier 

institución que observare buena conducta y asiduidad, tendrá 

derecho a rebajas del término de su sentencia5. No obstante en su 

parte pertinente instituye: 

[s]e excluye de las bonificaciones que establece 
este artículo toda condena que apareje pena de 
reclusión de noventa y nueve (99) años, toda condena 
que haya dado lugar a una determinación de 
reincidencia agravada o de reincidencia habitual, 

conforme establecen los incisos (b) y (c) del Artículo 62 
del Código Penal de 1974, la condena impuesta en 
defecto del pago de una multa y aquella que deba 
cumplirse en años naturales. También se excluye de 
los abonos dispuestos en este artículo a toda 

persona sentenciada a una pena de reclusión 
bajo el Código Penal de Puerto Rico de 2004. 

 

III. 

Desde otra perspectiva, es norma firmemente establecida 

que los tribunales apelativos debemos conceder gran deferencia a 

las decisiones emitidas por las agencias administrativas, debido a 

la vasta experiencia y conocimiento especializado que les han sido 

encomendados.6 Al revisar sus determinaciones, debemos evaluar 

su razonabilidad.  Por ello, solo las alteraremos  si no están 

sostenidas por evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo considerado en su totalidad.7  Evidencia sustancial 

es aquella evidencia relevante que una mente razonable podría 

aceptar como adecuada para sostener una conclusión.8      

La aludida deferencia a la decisión de una agencia 

administrativa no existirá: 1) cuando la decisión no está 

fundamentada en evidencia sustancial; 2) cuando el organismo 

                                                 
4  Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 

2011,supra. 
5 Artículo 11.  Sistema de rebaja de términos de sentencias Plan de 

Reorganización, supra 
6 Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty, et al. II, 179 DPR 923 (2010). 
7 Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 

(2003). 
8 Pacheco v. Estancias, supra; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 

DPR 425 (1997). 
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administrativo ha errado en la apreciación de la ley, y 3) cuando ha 

mediado una actuación irrazonable, o ilegal.9   

IV. 

En el caso ante nuestra consideración Rivera Ortiz alega en 

síntesis, ser merecedor de bonificaciones a su sentencia por buena 

conducta. No le asiste la razón. La sentencia que el recurrente 

cumple, se produjo por hechos ocurridos durante la vigencia del  

Código Penal de 2004. Es dicho Código Penal, vigente desde el 

2005, el que aplica a Rivera Ortiz.  

Ello así, no existe en el expediente administrativo indicio 

alguno de que el Foro Administrativo, en su determinación haya 

incurrido en abuso de discreción o haya actuado arbitraria o 

caprichosamente, que amerite nuestra intervención. A la luz del 

derecho discutido y los hechos anteriormente reseñados, 

resolvemos que el Departamento de Corrección actuó 

correctamente.   

V. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos el dictamen 

recurrido.   

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
9 Marina Costa Azul v. Comisión de Seguridad, 170 DPR 847, 852 (2007). 


